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ALCANCE DIGITAL N° 234 

REGLAMENTOS 

BANCO DE COSTA RICA 

MODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO INTERNO DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE BCR 
CORREDORA DE SEGUROS 

MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ 

REGLAMENTO DE PRESUPUESTO PARTICIPATIVO DE LA MUNICIPALIDAD DEL CANTÓN SAN 
JOSÉ 

MUNICIPALIDAD DE PURISCAL 

REGLAMENTO SOBRE LA RENDICIÓN DE CAUCIONES EN FAVOR DE LA MUNICIPALIDAD DE 
PURISCAL 

MUNICIPALIDAD DE TURRUBARES 

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES DE LA PROVEEDURIA MUNICIPAL 

MUNICIPALIDAD DE SAN RAFAEL DE HEREDIA 

REGLAMENTO DE AUTORIZACIONES DE PERMISO DE USO EN PRECARIO DE VIVIENDAS EN LA 
MUNICIPALIDAD DE SAN RAFAEL DE HEREDIA 

REGLAMENTOS 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/27/ALCA234_27_10_2016.pdf
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PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 

PODER EJECUTIVO 

NO SE PUBLICAN DECRETOS EJECUTIVOS 

DOCUMENTOS VARIOS 

o DOCUMENTOS VARIOS  

 EDUCACIÓN PÚBLICA  

 TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL  

 JUSTICIA Y PAZ  

AMBIENTE Y ENERGÍA 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

o EDICTOS  

AVISOS 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

o INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA  

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA  

AVISOS 

RÉGIMEN MUNICIPAL 

o MUNICIPALIDAD DE HEREDIA  

MUNICIPALIDAD DE LIBERIA 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/27/COMP_27_10_2016.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#educacin-pblica
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https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#patronato-nacional-de-la-infancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidad-deheredia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidad-de-liberia
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AVISOS 

o CONVOCATORIAS  

AVISOS 

BOLETÍN JUDICIAL 

SALA CONSTITUCIONAL 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad. 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 16-013661-0007-CO que promueve Sindicato 
Nacional de Enfermería. -SINAE-, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las quince horas y diecinueve 
minutos de once de octubre de dos mil dieciséis. Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por H. Lenin Hernández Navas, cédula de identidad N° 1-967-
277, auxiliar de enfermería, en su condición de Secretario General del Sindicato Nacional de 
Enfermería (SINAE), para que se declaren inconstitucionales los artículos 2º, 7º, 9º, incisos 3) 
y 6), 10, 16 y 30 del Reglamento del Estatuto de Servicios de Enfermería, Decreto Ejecutivo 
No. 18190-S, por estimarlos contrarios a los derechos protegidos en los artículos 33 y 191 de 
la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y a la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica que el 20 de octubre de 1987 el 
Estado costarricense emitió la Ley No. 7085, Estatuto de Servicios de Enfermería y, con 
posterioridad, emitió el Decreto Ejecutivo N° 18190-S de 22 de junio de 1988, que regula el 
ejercicio de la profesión, tanto en el sector público y privado. El 31 de agosto de 2016 se 
promovió un proceso de conocimiento ante el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de 
Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José,  Anexo A, Goicoechea, en que se invocó la 
inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados, como medio razonable de amparar el 
derecho o interés que se estima vulnerado. Este reglamento, en su artículo 2º, define el 
concurso interno por traslado, señalándose que regirá para todos aquellos profesionales en 
enfermería que quieran participar mediante concurso para optar por una plaza vacante, de 
igual o inferior categoría a la que ostentan en la actualidad, así como la definición de un 
concurso interno por oposición y atestados, que se refiere a la convocatoria para que 
participen todos aquellos profesionales en enfermería que quieran optar por un puesto en 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
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ascenso, obteniéndose una plaza en propiedad, en caso de no fructificar el concurso por 
traslado. El 22 de agosto de 2016 la Caja Costarricense de Seguro Social convocó al Concurso 
Nacional de Profesionales en Enfermería, interno por traslado N° 001-2016, para 
profesionales en enfermería de la categoría 4 a 7, iniciándose primero con la modalidad de 
interno por traslado y, en caso de no existir candidatos que reúnan los requisitos exigidos, se 
continúa con el concurso interno por oposición y atestados y, por último, el concurso externo. 
El artículo 7º del reglamento cuestionado, que establece el orden de los concursos, 
poniéndose en primer lugar el concurso interno por traslado, vulnera el principio de igualdad, 
de idoneidad, y de libre participación, habida cuenta que los únicos que pueden participar y 
optar por una plaza en propiedad mediante concurso son todos aquellos quienes disponen de 
un nombramiento vigente al momento de efectuarse el concurso. El artículo 9º, inciso 3) de 
la normativa impugnada vulnera el principio de igualdad, al otorgar un puntaje mayor a los 
profesionales de enfermería que han sido nombrados interinamente en lugares situados fuera 
de la meseta central, en detrimento de los otros, sin que existan estudios científicos o legales 
que demuestren que los primeros son más idóneos. El artículo 9º, inciso 6) ídem también 
lesiona el Derecho de la Constitución, en cuanto otorga un puntaje de hasta 10 puntos a 
quienes han sido o son parte de la Junta Directiva del Colegio de Enfermeras de Costa Rica. El 
artículo 10 ibídem lesiona el principio de libre concurrencia, en cuanto restringe la 
participación del oferente, solamente, para tres plazas de la misma categoría para enfermero 
4, 5, 6 y 7. De igual modo, dicha normativa coloca, de manera arbitraria, en desventaja a 
quienes hayan laborado, de manera interina, en lapsos inferiores a los 6 meses. Afirma que el 
artículo 30 ibídem vulnera los principios de igualdad y de legalidad constitucional, al disponer 
que un sindicato de naturaleza privada, como lo es la Asociación Nacional de Profesionales en 
Enfermería, ANPE, posea injerencia en una comisión técnica que analiza, valora y otorga 
puntajes a los profesionales en enfermería que participen en un concurso de plazas en el 
empleo público. Estas normas constituyen un exceso de la potestad reglamentaria que 
cercena el Derecho de la Constitución. Estas disposiciones son contrarias a la Jurisprudencia 
que ha desarrollado la Sala Constitucional en esta materia. Pide que se declare con lugar la 
acción y la inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación accionante proviene del artículo 75, párrafo 1º, de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, en cuanto tiene como asunto previo el proceso contencioso 
administrativo que se tramita bajo el expediente N° 16-8388. Publíquese por tres veces 
consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los 
procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo 
afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado 
y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o 
bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. 
Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la 
resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician 
con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, 
claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso 
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la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera 
publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos 
pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo 
impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación 
con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 
81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada 
la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la 
vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones 
señaladas. Notifíquese. Fernando Cruz Castro, Presidente a. í.  

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad N° 16-014064-0007-CO que promueve Otto Claudio 
Guevara Guth y otros, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las dieciséis horas y treinta y ocho minutos de 
doce de octubre de dos mil dieciséis./Se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Otto Guevara Guth, cédula de identidad N° 0105440893, José Alberto Alfaro 
Jiménez, cédula de identidad N° 0106730801 y Natalia Díaz Quintana, cédula de identidad N° 
0112260846, para que se declare inconstitucional el artículo 101 del Reglamento Autónomo 
de Trabajo del Instituto Costarricense de Turismo (Reglamento N° 4846 del 11 de agosto de 
1998), por estimarlo contrario a los artículos 33, 57, 68 y 176 de la Constitución Política y a los 
principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad. Se confiere audiencia por 
quince días a la Procuraduría General de la República y al Gerente General del Instituto 
Costarricense de Turismo. La norma se impugna en cuanto establece un incentivo de 
“beneficios por estudios”, que impone reconocer un aumento porcentual al salario base del 
servidor según cuente con ciertos títulos o estudios profesionales. Acusan que esto entraña 
una doble remuneración a partir de un mismo presupuesto de hecho, por cuanto, ya existe 
un incentivo de carrera profesional que, al igual que el incentivo previsto en la norma 
cuestionada, reconoce una retribución -equivalente- para quienes hayan obtenido los grados 
de licenciatura, maestría o doctorado. Afirman que, en consecuencia, la institución reconoce 
un doble beneficio por la misma causa, sin contar con algún fundamento técnico o jurídico 
para esto, con lo que se compromete el equilibrio presupuestario de la institución. Agregan 
que en el inciso 6, del citado artículo 101, se establece que los beneficios reconocidos en tal 
numeral se otorgan cuando el funcionario realiza estudios que “no constituyen parte de los 
requisitos propios del puesto”, lo que implica que son estudios que no son necesarios para 
labor ordinaria del servidor y, por ende, el reconocimiento de tal beneficio infringe cualquier 
parámetro de razonabilidad. Añaden que en el caso del beneficio previsto en el inciso 1, del 
referido ordinal 101, no se exige que exista una compatibilidad o afinidad de los estudios con 
la naturaleza del puesto y, por ende, tales estudios no se relacionan, directamente, con el fin 
público asignado a la institución, por lo que no resulta razonable el otorgamiento de dicho 
beneficio. Acusan, finalmente, que los servidores de la institución ya reciben otras 
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compensaciones salariales, tales como prohibición, dedicación exclusiva y carrera profesional, 
según sea el caso, originadas en estudios profesionales que requieren los cargos, por lo que 
la existencia de un beneficio económico adicional por asignación profesional no encuentra 
respaldo ni fundamento que justifique su existencia. Señalan que, en conclusión, la obligación 
de la institución de sufragar los montos correspondientes al citado beneficio genera una 
afectación injustificada y desproporcionada a los fondos de la institución y, por ende, a la 
Hacienda Pública. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante para 
interponer la acción proviene del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en tanto se trata de la defensa de intereses difusos como es el adecuado 
manejo de los fondos públicos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín 
Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que 
se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya 
hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes 
en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede 
hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo 
cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en 
vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar 
esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición 
interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los 
que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 
y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. /Fernando Cruz Castro, 
Presidente a. í.-». 
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